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DEBIDO PROCESO, DEFENSA, ACCESO ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / PETICIÓN DE NUEVA AUDIENCIA DE ACUSACIÓN / AUTONOMÍA JUDICIAL / PROCESO EN CURSO / IMPROCEDENTE.  De conformidad con lo antes analizado, esta Sala evidencia que dentro de la actuación llevada a cabo el 12 de febrero de 2018 el juzgado accionado se ciñó a los lineamientos legales dispuestos en los artículos 339 y 340 de C.P.P. que señalan el procedimiento que se debe surtir dentro de la audiencia de formulación de acusación. En la que pese  a que se advierten algunas interrupciones, los procesados tuvieron la oportunidad no sólo de que se les leyera nuevamente lo que no habían escuchado del escrito de acusación, sino que ambos contestaron que habían entendido lo allí plasmado.  Lo anterior, aunado a que el señor Giraldo Gallego estuvo asistido en dicho acto público por su defensor de confianza. Además, no puede olvidarse que  algunos de los aplazamientos de la audiencia de formulación de acusación se dieron por solicitud del mismo abogado que hoy representa los derechos del señor Giraldo Gallego.  

4.6.5.  Por lo tanto, esta Colegiatura considera que las determinaciones de la funcionaria accionada se dio en el curso de un procedimiento con plenas garantías legales y constitucionales para el actor y sustentadas en el ordenamiento jurídico vigente, dentro del ámbito de sus competencias, lo que imposibilita la intervención del juez de tutela...

(…)
Igualmente, esta instancia concluye que en este asunto en particular, existe un proceso penal en curso, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro de dicho proceso penal en el que el accionante junto con su abogado, podrán  acudir reclamar las garantías que consideran han sido vulneradas, lo que torna inviable el recurso de amparo propuesto. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas  ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado 68.111 del 18 de julio de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz.
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 1. ASUNTO A DECIDIR
 


Se procede a resolver lo concerniente a la acción de tutela interpuesta por el abogado Werner André Osorio, apoderado judicial del señor William Alberto Giraldo Gallego en contra del Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira con el fin de que se amparen los derechos fundamentales al debido proceso, de defensa, al acceso a la administración de justicia, a asistir y participar de la audiencias en el proceso penal,  a ser informado de manera clara de lo que se encuentra acusado su mandante. 
2. RESUMEN DE ANTECEDENTES
 

2.1. El abogado Werner Andre Osorio señaló que dentro del proceso que se sigue en contra del señor William Alberto Giraldo Gallego y otro por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes, bajo el radicado No.66001600035201700789, su prohijado se encuentra con medida de aseguramiento de detención preventiva en su domicilio ubicado en el municipio de Marinilla, Antioquia.

Desde el 17 de julio de 2017 el juzgado accionando ha citado en seis oportunidades para llevar a cabo la audiencia de formulación de acusación por medio de videoconferencia, pero se han presentado múltiples problemas para su realización. 

El 12 de febrero fue instalada por la Juez 3ª Penal del Circuito de esta ciudad la audiencia de formulación de acusación y no fue suspendida, pese a que se solicitó que fuera aplazada con fundamento en los inconvenientes con las conexiones virtuales, ya que  ni su defendido ni el compañero de causa lograron escuchar ni entender lo que allí se estaba diciendo, por lo que consideró que los medios técnicos utilizados no imprimieron agilidad ni fidelidad a las actuaciones realizadas en la mencionada vista pública, incumpliéndose lo establecido en el artículo 9º del C.P.P., desconociéndose de esta manera los derechos fundamentales de su representado ante la flagrante vía de hecho aludida.

Por lo anterior, el abogado del accionante solicitó: i) amparar los derechos fundamentales al debido proceso, de defensa, al acceso a la administración de justicia, a asistir y participar de la audiencias en el proceso penal y a ser informado de manera clara de lo que se encuentra acusado el actor; ii) ordenar a la jueza de conocimiento que programe nuevamente la audiencia de acusación dentro del proceso penal que se adelanta en contra de su representado, bajo el radicado antes referido y iii) reconocer mi actuación “en causa propia” y “como agente oficioso de mi cliente” en esta acción específica dada la imposibilidad de acceder a la acción por sí mismo por encontrarse privado de la libertad en Marinilla, Antioquia, y atendiendo que es “una cuestión que atiende directamente mis obligaciones como abogado de dar una defensa judicial efectiva a los intereses del señor WILLIAM ALBERTO GIRALDO”.
2.2. Adjuntó original del poder conferido por el señor William Alberto Giraldo Gallego (Fl. 1) y de un escrito a mano del señor Giraldo Gallego dirigido a esta Sala en donde indicó que en desarrollo de la audiencia de formulación de acusación llevada a cabo el 12 de febrero de 2018, la cual se hizo por medios virtuales, no entendió gran parte de la misma, por lo que consideró que no se le respetó su derecho a participar en ese acto (Fl. 13).
2.3. Mediante auto del 6 de marzo de 2017 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela en contra del juzgado accionando, al que se le corrió traslado de la misma y vinculó a la Litis a la Jueza Coordinadora de la Oficina de Apoyo al Sistema Penal Acusatorio de esta ciudad, a los Directores de los establecimientos carcelarios y penitenciarios de Palmira, Valle y de la Ceja, Antioquia y al abogado Humberto Izquierdo, defensor del señor Fabrián Flor, compañero de causa del accionante dentro del proceso que se adelanta en el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta capital (Fl. 19).
3. RESPUESTAS A LA ACCIÓN DE TUTELA
   

3.1. CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES DEL SISTEMA PENAL ACUSATORIO DE PEREIRA
La Jueza Coordinadora informó que revisada la carpeta correspondiente al número interno 40.454, bajo el radicado No.66001 60 00 035 2017 00789, se pudo advertir que el 23 de febrero de 2017 el Juzgado 2º Penal Municipal con Función de Control de Garantías de esta ciudad llevó a cabo las audiencias preliminares de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida de aseguramiento, por el delito de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes bajo la modalidad de transportar en contra de los señores William Alberto Giraldo Gallego y Fabrián Adolfo Flor, a quienes se les impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en los lugares de su residencia ubicados en los municipios de Marinilla, Antioquia, y Palmira, Valle, respectivamente, siendo trasladados al EPC de la Ceja, Antioquia y Palmira, Valle.
Hizo una relación de todas las fechas que el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta capital programó con el fin de adelantar la audiencia de formulación de acusación en contra de los imputados mencionados, señalando los inconvenientes que se presentaron para su realización de manera virtual, por lo que en una de las oportunidades el despacho accionado solicitó  la remisión de los procesados a esta ciudad, pero el señor Fabrián Adolfo Flor manifestó no contar con los recursos económicos para su desplazamiento.  Por lo tanto, se volvió a programar la audiencia aludida para hacerse virtualmente, pero los defensores de los investigados no comparecieron.
Señaló que obra el acta de la audiencia de formulación de acusación en la que se dejó constancia que los imputados estuvieron en video conferencia y en la que se fijó como fecha para llevar a cabo la audiencia preparatoria el 12 de marzo de 2018.

Consideró que el manejo y dirección de la audiencia de formulación de acusación correspondió exclusivamente al juzgado de conocimiento, por no que no se puede predicar vulneración de derechos fundamentales al Centro de Servicios Judiciales del SPOA,  el que ha estado presto a cumplir con las programación de la diligencia referida de manera virtual o presencial, pero que por razones ajenas  a dicha dependencia, resultó frustrada en diversas ocasiones (Fls.  28 y 29).

Adjuntó un CD contentivo del registro de la audiencia realizada el 12/02/2018 y señaló que queda a disposición la carpeta de las actuaciones señaladas.

3.2.  JUZGADO 3º PENAL DEL CIRCUITO DE PEREIRA

Precisó que el escrito de acusación correspondió a ese despacho por reparto efectuado el 21 de abril de 2017, donde aparecen como detenidos los señores Fabrián Adolfo Flor y William Alberto Giraldo Gallego, a quienes se les había impuesto medida de aseguramiento de detención preventiva en Palmira, Valle y en la Ceja, Antioquia, respectivamente, por lo que se programaron las siguientes fechas para llevar a cabo la audiencia de formulación de acusación, pero no se pudieron realizar por la razones que a continuación se consignan:

· 16 de mayo de 2017 de 2017 a las 11:30 a.m.: Asonal Judicial no permitió el ingreso al público al Palacio de Justicia.
· 7 de junio de 2017 a las 8:30 a.m.: por la misma razón expuesta anteriormente

· 6 de julio de 2017: fue aplazada por el abogado Warner André Osorio por cuanto había acabado de asumir el poder para representar al señor William Alberto Giraldo Gallego.
· 17 de julio de 2017 a las 9:20 a.m.: no se logró realizar la videoconferencia con el señor Fabrián Adolfo Flor a través del EPC de Palmira, Valle.
· 24 de julio de 2017: fue aplazada por el doctor Warner André Osorio. 
· 22 de agosto de 2017: no se realizó por cuanto el defensor contractual del señor Fabriana Adolfo Flor  renunció al poder y el nuevo defensor, Dr. Humberto Izquierdo asignado por la Defensoría Pública, no se presentó.  Además, en esa oportunidad no se pudo establecer comunicación con el establecimiento penitenciario de La Ceja, Antioquia.

· 3 de noviembre de 2017: se omitió por parte de la Oficina de Apoyo hacer la solicitud para la realización de la videoconferencia con el centro carcelario de Palmira, Valle.

· 27 de noviembre de 2017: se había dispuesto la remisión de los procesados a la sala de audiencias, pero el señor Fabrián Adolfo Flor informó que no contaba con los recursos para desplazarse a esta ciudad.

· 18 de diciembre de 2017: no comparecieron ninguno de los defensores.

Finalmente, el 12 de febrero de 2018 se pudo realizar la formulación de acusación que se viene mencionado.

Aclaró que en el escrito introductorio de la demanda de tutela, el apoderado del accionante sólo menciona cuatro de las nueve programaciones que el  Despacho hizo de la audiencia antes referida, afirmando que para los días 17 de julio, 3 de noviembre y 27 de noviembre de 2017  no se realizó la audiencia de formulación de acusación por problemas de conexión cuando solo dos de ellas no se llevaron a cabo debido a que no se efectuaron los trámites pertinentes.

Señaló que ante los múltiples aplazamientos son imputables, la mayoría de ellos, a la bancada de la defensa y con el fin de evitar un nueva suspensión fue que ese Despacho dispuso la remisión de los procesados para el día 27 de diciembre de 2017, la que no se hizo por cuanto el señor Fabrián Adolfo Flor  no contaba con los recursos económicos para su traslado.

Consideró que el sistema de videoconferencia es idóneo para lograr la participación de los procesados en la audiencia de acusación, lo  cual no riñe de manera alguna con el sistema penal acusatorio, toda vez que el artículo 146 numeral 5º del CPP faculta al funcionario judicial para que haga uso de esos medios tecnológicos cuando las circunstancias lo ameriten, lo que igualmente quedó consagrado en el artículo 10 inciso 2º de dicha norma y que por ser un principio rector, es de obligatorio acatamiento.

Afirmó que si bien se presentaron algunos inconvenientes para dar inicio a la audiencia, debido a que el Centro de Servicios cuenta con un solo ingeniero, debe tenerse en cuenta que son dos los procesados que se encuentran en diferentes municipios, por lo que se debe realizar conexiones en dos establecimientos carcelarios, lo que demanda tiempo y paciencia.  Además, se tuvieron que implementar dos sistemas diferentes cámara “Polycom” con la que cuenta la Rama Judicial y que se destinó para el EPC de Palmira, el que estaba conectado con el televisor, y se hizo uso del sistema “hangouts de Gmail”, con un computador diferente, monitor normal, con el cual se estableció comunicación con el EPC de La Ceja, Antioquia.

Señaló que al inicio de la audiencia se debieron efectuar ajustes en el  monitor con el que se estableció videoconferencia con el señor William Alberto Giraldo Gallego, los cuales fueron superados de inmediato, por lo que procedió a la identificación del mismo.

Explicó que en desarrollo del acto público, el señor Fabrián Adolfo Flor en el “monitor grande” dio a conocer que no escuchaba, es aquí donde interviene el Dr. Warner André Osorio señalando que no hay garantías y al constatar con el guardián del INPEC del EPC de Palmira, Valle, que efectivamente se estaba presentando una situación con la ubicación del micrófono transmisor que impedía que se escuchara nítidamente lo que se hablaba en la sala de audiencias para el momento de realizarse la acusación ya se había superado el impase,  por lo que la formulación acusación se repitió por la señora Fiscal, para mayor garantía de los procesados, quien tuvo cuidado de hacer su intervención de la  manera más clara posible, pudiendo advertirse en el registro que inclusive la misma delegada de la FGN preguntó si estaban escuchando, respondiendo afirmativamente y en el minuto 20:21 se pudo escuchar como el señor William Alberto Giraldo Gallego manifestó que había entendido la acusación.

Por lo anterior, consideró que no se han vulnerado los derechos fundamentales del accionante, toda vez que se  le han brindado todas las garantías y las decisiones adoptadas estaban encaminadas a evitar más dilaciones en el trámite (Fls. 30 y 31).   Anexó copia del CD contentivo de la audiencia de formulación de acusación del 12 de febrero de 2018.

3.3. DIRECCIÓN DEL ESTABLECIMIENTO CARCELARIO Y PENITENCIARIO DE LA CEJA, ANTIOQUIA

Consideró que no debe hacer un pronunciamiento de fondo, toda vez que esa dependencia no ha vulnerado los derechos fundamentales invocados por el accionante, toda vez que cuando se ha querido que el penado haga presencia ante el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira, ese centro ha autorizado su desplazamiento, tal como consta en el oficio del 18 de diciembre de 2017, que anexa.
Precisó que para las diferentes audiencias que ha solicitado el Juzgado 3º Penal del Circuito de Pereira de manera virtual, dicho establecimiento maneja el sistema “Skype” y “hangouts” el cual no ha presentado inconveniente alguno.  Por lo tanto, sugirió que se debería autorizar el traslado transitorio del accionante a un establecimiento carcelario de Pereira donde de manera ágil pueda concluir con sus audiencias y posteriormente, sea trasladado a ese penal  (Fl. 32)

Adjuntó copia de la constancia con fecha del 18 de diciembre de 2017 que da cuenta que el señor William Alberto Giraldo Gallego  fue trasladado a dicho establecimiento carcelario para atender la audiencia virtual, la que no se pudo realizar por problemas de red de internet (Fl. 33).  Así mismo, anexó copia de las boletas de remisión expedidas por la Juez Coordinadora del Centro de Servicios Judiciales a nombre del señor William Alberto Giraldo Gallego (Fls. 33-36). 
4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional, de acuerdo a lo establecido en el  artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que señala que cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial le será repartida al respectivo superior funcional del accionado, que en este caso viene a ser esta Corporación.

4.2. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acción u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.  Por ello, se ha sostenido que la tutela es subsidiaria, en cuanto no procede cuando el ordenamiento prevé otro mecanismo para la protección del derecho invocado; residual, en la medida en que complementa aquellos mecanismos previstos en el ordenamiento que no son suficientes o que no resultan verdaderamente eficaces en la protección de los derechos fundamentales e informal, porque se tramitan por esta vía las violaciones o amenazas de los derechos fundamentales que dada su evidencia y simplicidad no requieren la confrontación propia de un proceso ante la justicia ordinaria. Debe agregarse además, que la tutela, está destinada a proteger situaciones individuales frente a aquellas actuaciones u omisiones que constituyan una efectiva amenaza u ofensa concreta frente a una persona determinada. 

4.3.  La acción de tutela no es, por tanto, un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto; tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es el de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales”, tal y como lo ha expuesto la Corte Constitucional así:   “…también se concibe como una medida judicial subsidiaria y residual, en tanto que sólo procede en ausencia de otros mecanismos de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable y mientras se puede acudir a las acciones y recursos ordinarios. Por lo mismo es claro que el constituyente no consagró con la tutela una vía procesal alternativa o paralela a las comunes para hacer valer los derechos, de manera que únicamente podrá utilizarse la figura en cuanto el interesado carezca de otra vía procesal para defender un derecho fundamental, y sólo esta clase de derechos…”
 

4.4. Así mismo, la jurisprudencia de la Corte Constitucional ha venido decantando la posibilidad de controvertir una decisión judicial cuando ella constituye lo que se conocía como una vía de hecho, para lo cual se hace necesario citar lo expuesto por esa Colegiatura así en la Sentencia C-590 de 2005 exige ciertos requisitos, unos genéricos y otros específicos, cuyo cumplimiento está obligado el demandante a acreditar: 

“Según la precitada sentencia, son requisitos generales de procedencia los siguientes: (i) que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado todos los medios ordinarios y extraordinarios de defensa judicial al alcance de la persona afectada; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que, ante una irregularidad procesal, el defecto tenga un efecto decisivo o determinante en la sentencia; (v) que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y (vi) que no se trate de sentencias de tutela.

Mientras que, en punto de las exigencias específicas, se han establecido las que a continuación se relacionan: 

i) 
Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada carece absolutamente de competencia para ello.
ii) 
Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido.

iii) 
Defecto fáctico, el cual surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

iv)
Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con base en normas inexistentes o inconstitucionales (Corte constitucional, sentencia T-522/01) o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; 

v) 
Error inducido, el cual surge cuando el juez o tribunal fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales.

vi)          Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los funcionarios judiciales de explicitar los fundamentos fácticos y jurídicos de sus decisiones, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional.

vii) 
Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance. En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la eficacia jurídica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho fundamental vulnerado (Corte Constitucional, sentencias T-462/03; SU-1184/01; T-1625/00 y T-1031/01). 

viii) 
Violación directa de la Constitución. (…)” (Negrillas originales)

4.6.  PROBLEMA JURÍDICO  Y SOLUCION AL CASO EN CONCRETO
4.6.1. Corresponde a esta Sala establecer si el juzgado accionado vulneró las garantías constitucionales que invoca el abogado Werner André Osorio por el hecho de haber dilatado la realización de la audiencia de formulación de acusación dentro del proceso radicado al No.660016000035201700789 que se sigue en contra de su representado, señor William Alberto Giraldo Gallego y otro, la cual se llevó a cabo el 12 de febrero de 2018 por el medio virtual de video conferencia en la que según el togado, la juez de conocimiento de manera “caprichosa” no quiso aplazar pese a los problemas técnicos de conexión, lo que impidió a su defendido escuchar la diligencia.  Por tal razón, acude a esta instancia constitucional con el fin de que se ordene al Juzgado 3º Penal del Circuito que programe nuevamente la audiencia de formulación de acusación. 
4.6.2. En lo que tiene que ver con el derecho fundamental al debido proceso, el artículo 29 de la Constitución Política determinó, la Corte Constitucional se refirió al mismo, de la siguiente manera: (ver Sentencia T-081 de 2009):
 
“(…) El derecho al debido proceso contiene de este modo, entre otros el derecho a la defensa, que implica la facultad de ser escuchado en un proceso en el cual se está definiendo la suerte de una controversia, pedir, aportar y controvertir pruebas, formular alegaciones e impugnar las decisiones. El debido proceso, como ya lo ha establecido esta Corporación, “no es solamente poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Ihering. Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho mismo”[12].
El derecho a la defensa debe estar garantizado en todo el proceso, y su primera garantía se encuentra en el derecho de toda persona al conocimiento de la iniciación de un proceso en su contra en virtud del principio de publicidad.
Al respecto ha dicho esta Corporación que “el principio de publicidad de las decisiones judiciales hace parte del núcleo esencial del derecho fundamental al debido proceso, como quiera que todas las personas tienen derecho a ser informadas de la existencia de procesos o actuaciones que modifican, crean o extinguen sus derechos y obligaciones jurídicas. De hecho, sólo si se conocen las decisiones judiciales se puede ejercer el derecho de defensa… controvertir pruebas que se alleguen en su contra,… aportar pruebas para su defensa… impugnar la sentencia condenatoria y…no ser juzgado dos veces por el mismo hecho”[13]
Es así parte esencial del derecho al debido proceso la facultad de ser oído, ya que en caso contrario, es decir, en caso de desarrollo de una litis en el que a una de las partes no se le brindó la posibilidad de defenderse “sería la forma más radical de vulneración del derecho fundamental al debido proceso y de defensa”[14].
La notificación es un acto procesal que pretende garantizar el conocimiento acerca de la iniciación de un proceso y en general de todas las providencias que se dictan en él, de forma que se amparen los principios de publicidad y de contradicción. Con ello se busca precisamente darles a conocer a las partes e intervinientes el contenido de lo decidido y concederles de este modo la posibilidad de defender sus derechos.
Considerando precisamente esta posible vulneración al debido proceso, la ley prevé la medida procesal de anulación de las actuaciones surtidas con posterioridad al vicio y que resulten afectadas por éste, señalando expresamente las causales correspondientes en los diversos códigos de procedimiento, “en tanto que lo considera un defecto sustancial grave y desproporcionado que merece protección del derecho a la defensa del demandado”[17] .  (Subrayas propias)
4.6.3. En el este asunto específico, escuchado el registro de la audiencia de formulación de acusación llevada a cabo el 12 de febrero de 2018 por el Juzgado 3º Penal del Circuito en la sala de audiencias No.1 del Palacio de Justicia de esta ciudad, se observa lo siguiente:
· El Juzgado 3º Penal del Circuito instala la audiencia de formulación de acusación. Verifica la presencia de las partes. Al acto acudieron: la Dra. Fanny Cárdenas Corrales, Fiscal 15 Seccional de Pereira; el abogado Werner André Osorio, defensor contractual del señor William Alberto Giraldo Gallego y el abogado Humberto Izquierdo, Defensor Público del señor Fabrián Adolfo Flor.  

· (Se observa en el video al ingeniero Fredy Castrillón empleado del Centro de Servicios Judiciales del SPOA, quien está pendiente de los equipos de audio y video)

· En el minuto 00.02.08 el señor Fabrián Adolfo Flor pese a que indicó que no se escuchaba muy bien, se identificó.

· En el minuto A las 00.02.14 procedió el Despacho a solicitarle al señor William Alberto Giraldo Gallego que se identificara y al minuto 00.02.31 se volvió a requerir al mismo. (En ese momento se observa que el ingeniero del Centro de Servicios revisa los equipos).  Al minuto 00.03:39 el señor Giraldo Gallego se identificó.

· El juzgado pregunta a los defensores si la FGN  había dado traslado oportuno del escrito de acusación, quienes contestaron afirmativamente.
· El juzgado concede la palabra a los intervinientes para que indicaran causales de incompetencia, impedimentos, recusaciones y nulidades si las hubiera.  (Mientras ello sucede se observa al Dr. Werner André Osorio que hace señales como de no estar escuchando).  Los Defensores y la Fiscal indicaron no tener alguna causal.

· El juzgado pregunta se va a hacer alguna adición, aclaración o corrección al escrito de acusación.  La delegada de la FGN señaló que cuenta con informes de plena identidad de los imputados.

· El juzgado concede la palabra a la delegada de la  FGN para que formule la respectiva acusación y la insta para que colabore con el fin de que los procesados puedan escuchar la misma.  

· Al minuto 00.04.54 el abogado Osorio solicitó el uso de la palabra para requerir que se suspendiera la diligencia con fundamento en que observa que los procesados estaban haciendo gestos de que no se escuchaban y en tal sentido, se vulneran sus garantías por lo que consideró que debían citarse para realizar la diligencia con los mismos.
· Al minuto 00.05.28  El Juzgado solicita que uno de los funcionarios del INPEC verifique si se está escuchando (se escuchan las voces de los procesados quienes al parecer indican que no entienden).

· Al minuto 00.05.48 el ingeniero del Centro de Servicios se acerca con un micrófono adicional al de la sala de audiencias y le pregunta al dragoneante del centro carcelario al parecer donde se encuentra el señor Fabrián Adolfo Flor que “ahora sí se escucha bien, pero cuando intervienen las otras personas no se escucha bien”.  El ingeniero  indicó que  pasará a cada uno el micrófono exterior para que cada uno de los intervinientes se pronuncie.
· El juzgado pasa a preguntar, en dos ocasiones, al señor William Alberto Giraldo Gallego que si estaba escuchando y al minuto 00.06.22 manifestó “si señora”.

· Acto seguido la juez manifestó “hay garantías” e indicó que se encargaría de que el sonido sea fluido mientras se formula la acusación.
· Al minuto 00.06.42 la delegada de la FGN antes de comenzar con la formulación de acusación hace la observación a los procesados que en el momento que no escucharan, se pronunciaran en tal sentido.  En el minuto 00.07.12 el señor Fabrián Adolfo Flor contestó “cuando hablas pausado se te entiende, pero cuando hablas muy corrido no se clarifica (sic)”. Por lo que la delegada de la Fiscalía comienza a leer (más despacio) el escrito de acusación, dando a conocer los hechos por los cuales fueron aprehendidos los señores el día 22 de febrero de 2017 en la vía  “Y” de cerritos, jurisdicción de Pereira, Risaralda, cuando transportaban en un camión y a quienes se les halló sustancia que resultó ser estupefaciente  (la Fiscal por solicitud del despacho, aclaró el número de la placa del vehículo).
· Al minuto 00.11.30 se observa a los defensores que hacen señas y la juez le pregunta al defensor Werner  André Osorio si hay algún inconveniente, este manifiesta que observa que no se está escuchando. El señor Fabrián Adolfo Flor manifiesta que  no se está oyendo, por lo que el ingeniero requiere al dragoneante para que informe si está escuchando y le sugiere que se quede ahí un momento para verificar tal situación, el dragoneante al minuto 00.12.27 respondió “cuando usted si se escucha, pero cuando habla  la señora Fiscal no se le entiende muy bien”.  La Fiscal se acerca más el micrófono y  le pregunta al señor Fabrián Adolfo Flor si vuelve y le lee todo y este contesta a las 00.12.56  “yo le entendí hasta cuando confirmó las placas del carro”. Se le preguntó a William Alberto Giraldo Galle si había escuchado y este dice al minuto 00.13.19 que hasta que “habla de los datos de la carga”  00.13.19.
· La Fiscal retoma la lectura del escrito de acusación y vuelve a repetir desde que “… al solicitarse la documentación de la carga…” y  al minuto 00.13.58 preguntó “me está escuchando?”  por lo procede a leer y  culmina diciendo que se formula acusación en contra de ambos procesados como coautores a título de dolo de la conducta punible de tráfico, fabricación o porte de estupefacientes tipificada en el artículo  376 del C.P. verbo rector “transportar” inciso 1º por la cantidad y peso de la sustancia cannabis que fue incautada a los mismos.

· El juzgado pregunta a los acusados si escucharon la formulación  fáctica y jurídica. El señor Fabrián Adolfo Flor contestó afirmativamente al minuto 00.17.45.
· El señor William Alberto Giraldo Gallego contestó al minuto 00.17.55 “perdón, será que me pueden repetir la última partecita” (00.17.55) y aclaró al juzgado que había escuchado hasta que señalaron el número de su cédula en el minuto 00.18.12. (En ese momento se ve que el ingeniero del Centro de Servicios hace ubicar de manera diferente a la Fiscalía y a los Defensores).
· Al minuto 00.19.29 la Delegada de la Fiscalía retoma el micrófono y vuelve a leer a partir del número de la cédula de ciudadanía del señor Giraldo Gallego, por solicitud del Juzgado. En el minuto 00.20.19 la Fiscal preguntó “ahora si entendió William” y contestó “si señora” (registro 00.20.25).

· Al minuto 00.20.40 continúa la audiencia con el descubrimiento de los EMP en donde se observa que los intervinientes utilizan el micrófono externo facilitado por el ingeniero del Centro de Servicios. El juzgado pregunta a los defensores si tienen pruebas para descubrir, quienes contestaron negativamente.

· El juzgado declaró que se había formulado legalmente la acusación en contra de los acusados y fijó junto con los intervinientes como fecha para llevar a cabo la preparatoria para el día lunes 12 de marzo a la 1:00 p.m.

4.6.4.   De conformidad con lo antes analizado, esta Sala evidencia que dentro de la actuación llevada a cabo el 12 de febrero de 2018 el juzgado accionado se ciñó a los lineamientos legales dispuestos en los artículos 339 y 340 de C.P.P. que señalan el procedimiento que se debe surtir dentro de la audiencia de formulación de acusación. En la que pese  a que se advierten algunas interrupciones, los procesados tuvieron la oportunidad no sólo de que se les leyera nuevamente lo que no habían escuchado del escrito de acusación, sino que ambos contestaron que habían entendido lo allí plasmado.  Lo anterior, aunado a que el señor Giraldo Gallego estuvo asistido en dicho acto público por su defensor de confianza. Además, no puede olvidarse que  algunos de los aplazamientos de la audiencia de formulación de acusación se dieron por solicitud del mismo abogado que hoy representa los derechos del señor Giraldo Gallego.  
4.6.5.  Por lo tanto, esta Colegiatura considera que las determinaciones de la funcionaria accionada se dio en el curso de un procedimiento con plenas garantías legales y constitucionales para el actor y sustentadas en el ordenamiento jurídico vigente, dentro del ámbito de sus competencias, lo que imposibilita la intervención del juez de tutela, tal como lo ha referido la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala de Decisión de Tutelas
, así:  

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas.  También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso la judicatura actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales.

De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo…” (Subrayas nuestras)

4.6.6.  El principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre el asunto discutido y pretender por esta vía imponer una posición particular, criterio igualmente sostenido por la Corte Constitucional al establecer que:    

“el juez de tutela no puede entrar a valorar los medios de prueba que fueron objeto de análisis dentro de los procesos ordinarios pues solamente le corresponde verificar si, en la decisión del juez de instancia se hace evidente una irregularidad protuberante, el juez de tutela debe emitir las órdenes sobre los parámetros constitucionales necesarios para que el juez natural pueda corregir su error. En conclusión, los jueces de la República gozan de autonomía en sus decisiones y sus providencias no podrán ser desconocidas ni revaluadas por el juez constitucional, pues este último se debe limitar a determinar si existió o no una vulneración a los derechos fundamentales de los asociados y sólo en esos casos podrá emitir las órdenes al juez natural que permitan enmendar ese defecto.
” (Subrayas propias)

Por lo acabado de subrayar, si se accediera a lo pretendido en la demanda de tutela, sería como desconocer los procedimientos y decisiones que en ejercicio de su competencia emiten los funcionarios judiciales, lo que iría en contraposición a la finalidad de la acción de tutela, por lo tanto, la misma no se puede utilizar como una tercera instancia adicional o paralela para estudiar las determinaciones que en su momento y de acuerdo a su competencia, tomó la juez accionada.

4.6.7.  Igualmente, para que la acción de tutela resulte ser procedente frente a una providencia judicial, es necesario que la parte actora identifique los hechos que generaron la vulneración de los derechos, y que los mismos los hubiere alegado en instancia, lo que en este asunto no sucedió. Respecto de la identificación de las causales de la vía de hecho, la Corte Constitucional indico lo siguiente:

“Si bien la acción de tutela fue diseñada para que el ciudadano corriente concurriera en la defensa de sus derechos de modo inmediato y sin necesidad de hacerse representar por abogado, para el caso concreto contra providencias acontece el escenario de la sofisticación: la proposición y la defensa de la vía de hecho es hoy una técnica muy sofisticada, que utiliza un lenguaje propio y que se despliega en un gran número de reglas jurisprudenciales. Por eso la proposición de la vía de hecho, se ha vuelto cada vez más formal, resultando necesaria: la presentación precisa de los hechos, de modo que se evidencia claramente la violación de los derechos fundamentales; la especificación de los derechos vulnerados, y más precisamente, la identificación del defecto o de la causal especial de procedibilidad que ha configurado propiamente la vía de hecho”
.   (Subrayado fuera de texto). 

De tal manera, que esta Sala no cuenta con elementos de juicio para inferir alguna vía de hecho dentro de la vista pública del 12 de febrero de 2018.
4.6.8. Igualmente, esta instancia concluye que en este asunto en particular, existe un proceso penal en curso, motivo suficiente para  señalar  la improcedencia del amparo invocado, puesto que será dentro de dicho proceso penal en el que el accionante junto con su abogado, podrán  acudir reclamar las garantías que consideran han sido vulneradas, lo que torna inviable el recurso de amparo propuesto. Al respecto, la Corte Suprema de Justicia Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de tutelas
 ha reiterado que al juez de tutela no le es permitido intervenir en “procesos en curso”, tal como indicó en el radicado 68.111 del 18 de julio de 2013, M.P. Dra. María del Rosario González Muñoz, así:

“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” (Subrayas propias) 
34.6.9.  Significa lo anterior, que Por tal razón, se reitera, que al existir un mecanismo judicial, la tutela demandada se torna improcedente, en los términos previstos por el  numeral 1° del artículo 6°, del Decreto 2591 de 1991 que señala que “La acción de tutela no procederá (…) Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.” Así mismo, el inciso 4 del artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela “Solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.  Por lo tanto, por lo que no resulta de recibo la solicitud del abogado del señor William Alberto Giraldo Gallego para que por vía de un fallo de tutela, el Juzgado 3º Penal del Circuito de esta ciudad programe nuevamente la audiencia de formulación de acusación, a la que se le impartió la legalidad por ser acorde con la ley y la constitución. 
Consecuente con lo discurrido, el amparo invocado por el accionante es improcedente.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el abogado  Werner André Osorio, apoderado judicial del señor William Alberto Giraldo Gallego en contra del Juzgados 3º Penal del Circuito de Pereira y las demás autoridades vinculadas a este trámite.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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